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La Dirección Pública Profesional es clave para traducir las prioridades políticas
en resultados públicos, combinando profesionalidad, legalidad, tecnología bien
gobernada, coordinación y rendición de cuentas al servicio del interés general.

No es una prolongación del poder político ni mera jefatura administrativa, sino
una función directiva que da sentido, innova, mide, aprende y garantiza la
integridad y la eficacia en la acción pública.

La Dirección Pública Profesional ocupa un espacio especialmente delicado: se sitúa entre la
Administración técnica y los cargos electos. No es una posición sencilla. Combina
profesionalidad, confianza institucional y cierto margen de discrecionalidad, pero debe
preservar siempre la defensa de lo público y del interés general. Esa función no siempre
coincide, al menos de forma inmediata, con la voluntad política concreta de quienes han sido
elegidos en las urnas, ni con las tensiones que pueden derivarse de los pactos de gobierno.

En una Administración sometida a presión normativa, tecnológica, presupuestaria y
ciudadana, la Dirección Pública Profesional se ha convertido en una pieza esencial para
transformar prioridades políticas en resultados públicos. No basta con conocer el
procedimiento: hay que dirigir, coordinar, innovar, rendir cuentas y preservar el interés
general.

Por ello, desde mi experiencia profesional —habiendo desempeñado responsabilidades en la
dirección pública profesional, en el gobierno y en la función pública— propongo cinco
consejos.

1 / 3



En primer lugar, dirigir no es mandar: es dar sentido. La Dirección Pública Profesional no
debería entenderse como una mera prolongación jerárquica del poder político ni como una
jefatura administrativa clásica. Su valor radica en traducir prioridades políticas en una
ejecución viable, jurídicamente segura y administrativamente ordenada. Se trata de dar forma
administrativa a los proyectos que los representantes electos incorporan a su programa de
gobierno. El directivo público profesional no sustituye a la política; evita, con su conocimiento
técnico, que la política se pierda en la maquinaria administrativa y contribuye a que los
proyectos puedan ejecutarse con garantías. En muchas ocasiones, las políticas públicas
fracasan no por falta de voluntad, sino por mala secuenciación, insuficiente coordinación,
ausencia de seguimiento o falta de liderazgo técnico.

En segundo lugar, no se puede confundir el cumplimiento de la legalidad con el inmovilismo.
El movimiento se demuestra andando. Un buen directivo público debe garantizar la
legalidad, pero sin convertirla en una excusa para la parálisis por análisis. En el sector
público existe una tensión permanente entre prudencia jurídica, control interno, eficacia,
innovación y servicio a la ciudadanía. Precisamente por ello, la seguridad jurídica no consiste
en no hacer nada, sino en saber cómo hacerlo bien. La Dirección Pública Profesional debe
saber moverse entre el expediente, el procedimiento, la fiscalización, la contratación pública,
la transparencia, la comunicación pública y la responsabilidad patrimonial, pero con una
visión finalista: resolver problemas públicos.

En tercer lugar, hay que gobernar la tecnología, no dejarse gobernar por ella. La
Administración ha digitalizado muchos trámites, pero no siempre ha reducido burocracia. En
mi experiencia profesional en la digitalización de decenas de entidades locales, la tecnología
a veces ha sustituido la ventanilla física por un laberinto digital, convirtiendo el expediente en
papel en una carpeta digital y perdiendo la esencia de lo que significa transformar. La
transformación digital no consiste en convertir el papel en PDF, sino en rediseñar el servicio
público desde la experiencia ciudadana. La inteligencia artificial, la automatización, el uso de

datos convertidos en cuadros de mando, la ciberseguridad y la administración electrónica
deben abordarse desde una tesis clara: sin Dirección Pública Profesional, la tecnología se
compra; con Dirección Pública Profesional, la tecnología se gobierna.

En cuarto lugar, coordinar es una competencia directiva, no una tarea menor. En los
ayuntamientos, comunidades autónomas o ministerios, muchas políticas públicas dependen
de varios servicios, áreas, administraciones o actores privados. La Dirección Pública
Profesional tiene que conseguir que esas piezas funcionen juntas. La complejidad no se
elimina: se coordina. Los grandes proyectos necesitan una coordinación efectiva, una
estrategia clara de ejecución, una asignación precisa de responsabilidades y un seguimiento
constante. Antes de refugiarse en el «no» como respuesta, el directivo público debe ordenar
prioridades, anticipar obstáculos y construir soluciones posibles.

En último lugar, y no por ello menos importante, medir, rendir cuentas y aprender. Dirigir no
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es solo impulsar, sino también evaluar. Un directivo público debe preguntarse qué resultados
se han conseguido, qué impacto real ha tenido una medida y qué debe corregirse. También
debe preguntarse qué proyectos de mejora se han realizado desde que ocupa el puesto y en
qué ha mejorado la Administración bajo su responsabilidad. Lo que no se mide acaba
dependiendo del relato; lo que se evalúa permite aprender. La rendición de cuentas no es
una moda administrativa, sino una obligación de todo servidor público. La integridad, la
evaluación de políticas públicas, la utilización de indicadores, la gestión por objetivos y la
transparencia deben formar parte del ADN administrativo. No como burocracia añadida, sino
como garantía de legitimidad democrática.

Para concluir, la Dirección Pública Profesional no es un lujo organizativo ni una etiqueta
moderna. Es una condición para que las Administraciones puedan responder con solvencia a
problemas complejos, ejecutar políticas públicas de forma confiable y mantener la confianza
ciudadana, situando al frente a personas preparadas, con conocimiento administrativo
suficiente y competencias directivas —también relacionales— capaces de poner en marcha
los proyectos políticos con garantías. Frente al piloto automático, hace falta criterio; frente a
la burocracia defensiva, responsabilidad; y frente a la improvisación, profesionalidad directiva.
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